
 

 

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

Sección Segunda – Subsección “C” 
Calle 24 No. 53-28, Of 1-11, Torre C, Bogotá, D.C. 

rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

Bogotá, D.C., 02 de mayo de 2022    

 

 
EXPEDIENTE : 25000234200020210090100 

DEMANDANTE : ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES - COLPENSIONES 

DEMANDADO : EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ 

MAGISTRADO : SAMUEL JOSÉ RAMÍREZ POVEDA  

 

 

La suscrita OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIA, en uso de las 

facultades otorgadas por el parágrafo 2º del artículo 175 de la ley 1437 de 2011, 

modificado por el artículo 38 de la ley 2080 de 2021; procede a: 

 

Correr TRASLADO A LAS EXCEPCIONES, por el término de TRES (3) DIAS 

hábiles, de conformidad con el artículo 201A de la ley 1437 de 2011, este término 

empezará a correr a partir del segundo día hábil de esta fijación.  
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RADICACION CONTESTACION DE LA ACCION DE LESIVIDAD - PROCESO No.:
25000234200020210090100

notificaciones@organizacionsanabria.com.co <notificaciones@organizacionsanabria.com.co>
Jue 07/04/2022 11:23

Para: Recepcion Memoriales Seccion 02 Subseccion C Tribunal Administrativo - Cundinamarca
<rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Luis Carlos Pereira Jimenez <notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co>;Cesar Garzon
<notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co>;info@vencesalamanca.co <info@vencesalamanca.co>;KARINA
VENCE PELAEZ <kvence@ugpp.gov.co>;ANGÉLICA COHEN MENDOZA
<paniaguacohenabogadossas@gmail.com>

2 archivos adjuntos (4 MB)
CONTESTACION ACCION DE LESIVIDAD-EDUARDI ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ.pdf; ANEXOS - CARDONA RODRIGUEZ
EDUARDO.pdf;

Honorable Magistrado
Dr. SAMUEL JOSE RAMIREZ POVEDA
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA – SUBSECCION “C”
E.                                 S.                                D.
 
En forma comedida me permito RADICAR CONTESTACION DE LA ACCION DE LESIVIDAD dentro
del siguiente proceso:
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO (LESIVIDAD)
PROCESO No.: 25000234200020210090100
DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES
DEMANDADO: EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ
 
Asi mismo, me permito enviar de conformidad al numeral 14 del articulo 78 del Codigo
General del proceso en concordancia del Decreto 806 de 2020, copia del memorial de la
referencia a las partes dentro del presente proceso.
 
 

Atentamente,
 
 
 
 
MANUEL SANABRIA CHACON
C.C. No. 91.068.058 de San Gil
T.P. No. 90.682 del C. S de la J.
 
 

MANUEL SANABRIA
Abogado

Calle 19 No. 3-10 Of. 1201 Torre B Ed. Barichara
Tels. (+1) 2822816 - 2433103

Cel. 310 3218219
Bogotá D.C.

 
AVISO LEGAL: Este correo electrónico contiene información confidencial de ORGANIZACIÓN SANABRIA & CIA
S.A.S. Si Usted no es el destinatario, le informamos que no podrá usar, retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer
público su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales. Si ha recibido este correo por error, por favor
infórmenos a: info@organizacionsanabria.com.co y bórrelo. Si usted es el destinatario, le solicitamos mantener
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reserva sobre el contenido, los datos o información de contacto del remitente y en general sobre la información de
este documento y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita LEGAL
 

NOTA VERDE: No imprimas este correo a menos que sea absolutamente necesario. Ahorra papel, ayuda a salvar un árbol.

 
 
 
 



MONICA LILIANA SANABRIA URIBE 
Abogada 
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Dr. SAMUEL JOSÉ RAMIREZ POVEDA  

Magistrado Ponente   

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN “C” 

E.    S.        D. 

 

PROCESO:  DEMANDA DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO (LESIVIDAD) 

RADICACIÓN:  25000234200020210090100 

DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

DEMANDADO: EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ. 

 

 

MONICA LILIANA SANABRIA URIBE ciudadana mayor de edad, identificada como aparece al pie de mi firma, 

abogada en ejercicio, actuando como apoderada de la parte demandada, el señor   EDUARDO ANTONIO 

CARDONA RODRIGUEZ, según poder debidamente otorgado que se encuentra en el expediente, por medio 

del presente escrito respetuosamente me permito dar contestación oportuna a la Demanda de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho – Lesividad de la referencia, en los siguientes términos: 

 

 

I. LAS PARTES 

DEMANDANTE: 

 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, a través de su representante legal Dr. 

JUAN MANUEL VILLA LORA o quien haga sus veces. 

 

DEMANDADO: 

 

EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ, mayor de edad, identificada con cedula de ciudadanía 

número 395.675 

 

APODERADO JUDICIAL: 

 

MONICA LILIANA SANABRIA URIBE, mayor de edad, identificado con cedula de ciudadanía número 

1.032.482.911, abogado titulado en ejercicio con Tarjeta Profesional No. 362.244 del Honorable Consejo 

Superior de la Judicatura.  

 

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

1. Me opongo a que se declare la nulidad de la resolución N° 22700 del 30 de septiembre de 2003, 

mediante la cual COLPENSIONES reconoció una pensión de Vejez, a favor del señor EDUARDO 

ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ, con fecha de adquisición del derecho del 14 de marzo de 

2002, teniendo en cuenta un total de 1006 semanas cotizadas exclusivamente a empleadores 

privados, con un ingreso base de liquidación de $1.576.731 otorgando una mesada pensional 

en cuantía inicial de $1.182.548.oo, efectiva a partir del 1° de octubre de 2003, posteriormente 

modificada por el Instituto de Seguro Social mediante la Resolución No. 28817 de 19 de 

septiembre de 2005, en el sentido de causar la Pensión de Vejez a favor del señor CARDONA 

RODRIGUEZ EDUARDO ANTONIO, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 395,675, a partir 

del 01 de julio de 2003, en cuantía de $1.182.548; en la medida en que dicho acto administrativo 

y consecuente reconocimiento se dio en legalidad y con suficiencia argumentativa relativa a la 

causación del derecho pensional de mi representado.  

 

2. Me opongo a que se ORDENE al demandado señor EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ, 

REINTEGRAR el valor económico que resulte por concepto de las mesadas pensionales que 

fueron pagadas sin tener derecho; además el valor del retroactivo que haya recibido en virtud 

de dicho reconocimiento desde la fecha del mismo y hasta que se conceda la revocatoria 

solicitada en punto anterior, además de aquellas diferencias que se hayan reconocido por 

concepto de retroactivo indebidamente., en la medida que lo pagado corresponde a una 

prestación  a la que  mi representada reunía los requisitos de ley para su otorgamiento, y si existe 

discusión respecto a la entidad competente para el pago de esa pensión, es una circunstancia 

ajena a mi representada, cuyos yerros no pueden trasladarse a quien de buena fe, efectuó todos 

los trámites pertinentes y obtuvo el reconocimiento pensional en debida forma.  
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3. Me opongo a esta solicitud del pago de indexación e intereses, en razón a que los yerros de la 

actuación administrativa, si es que ellos llegan a encontrarse probados, no pueden trasladen al 

pensionado, así como al no existir deber de devolución de sumas de dinero recibidas de buena 

fe, tampoco resulta procedente la indexación de dichas sumas adeudadas que resultarían 

inexistentes.  

 

4. Me opongo a que se declare la condena en costas en tanto no resulta de mi representada 

conducta alguna reprochable, así como el presente proceso versa sobre la presunta ilegalidad 

de un acto administrativo sin que para ello se evidenciaran maniobras fraudulentas o de engaño 

al sistema pensional por lo que las consecuencias de un potencial yerro de la administración no 

pueden ser trasladadas a mi representado.  

 

III. FRENTE A LOS HECHOS 

1. Es cierto. 

2. Que se demuestre. 

3. No es cierto; la fecha de efectividad data del 1° de octubre de 2003. 

4. Que se demuestre. 

5. Es cierto.  

6. Que se demuestre. 

7. Que se demuestre 

8. Es cierto.  

9. Que se demuestre. 

10. Que se demuestre. 

11. Que se demuestre. 

 

IV. EXCEPCIONES  

 

1. COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

La Administradora Colombiana De Pensiones - COLPENSIONES carece de vocación jurídica para exigirle 

a mi representado devolver sumas recibidas de buena fe.  

 

En el entendido que el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo y el mismo Consejo de Estado 

ha reiterado que en este tipo de casos no es procedente ordenar la devolución de aquellas prestaciones 

siempre que se pruebe que dentro de la actuación administrativa desplegada por el particular no se 

hubieren configurado hechos deshonestos, dolosos y de mala fe, por ejemplo, la presentación de 

certificados falsos; hechos que en el plenario no han sido configurados. Por ello, es importante traer a 

colación el artículo 334 de la Constitución Política el cual es escueto en determinar que en ninguna 

circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la 

sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos fundamentales. 

 

Por lo anterior, no existe posibilidad de que se adeude suma alguna por parte de mi representada a la 

entidad de previsión y el cobro de lo no debido es una excepción de fondo que está llamada a 

prosperar por lo que deberá absolverse en ese sentido. 

 

 

2. AUSENCIA DE VICIOS EN EL ACTO ADMINISTRATIVO. 

 

Los actos administrativos, objeto de la solicitud de declaratoria de nulidad, conservan incólume su 

presunción de validez y surte plenamente sus efectos en el campo jurídico puesto que no han sido 

desvirtuados o comprobados que los mismos conlleven vicio alguno que derive en su anulación. 

 

Ello  toda vez que fueron expedidos por la autoridad competente, observando a cabalidad la ritualidad 

exigida para su creación y ejecutoria tanto procesal como sustancialmente. Respecto a esto último que 

es el quid del estudio de legalidad a efectuar, téngase en cuenta que las señalaciones de ilegalidad 

presuntamente contenidas en los actos administrativos emitidos por COLPENSIONES se fundamentan en 

una presunta incompatibilidad en el reconocimiento pensional, argumento no solo insuficientemente 

desarrollado y sustentado por la accionada sino contrario al contenido legal que aprueba el 

reconocimiento pensional siempre que los fondos que financian el derecho pensional sean 

diferenciables en los actos administrativos tal como fue debidamente evaluado tanto por 

COLPENSIONES como por UGPP, siendo el reconocimiento de la pensión de vejez por Colpensiones 

efectuado teniendo en exclusiva cuenta aportes privados a las siguientes instituciones: Colegio Santo 
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Tomas de Aquino, Colegio Mayor de San Bartolomé, Fundación Educacional Inter y Universidad Santo 

Tomas; donde se completaron un total de 1082 semanas laboradas a 30 de junio de 2003.  

 

Por su lado, los actos administrativos 5846 de 5 de marzo de 2004, así como el 15096 de 2001 expedidos 

por la Caja Nacional de Previsión fueron claros en especificar que dicha prestación fue reconocida 

teniendo en cuenta la calidad de DOCENTE DE PREGADO DE LA ESAP (Escuela Superior de Administración 

Pública), y consecuentemente contabilizando exclusivamente tiempos públicos laborados en docencia 

para el mencionado Establecimiento Público del orden nacional que arrojaron un total de 10.091 días o 

un total de 28 años de servicios.  

 

Así pues, tanto en los supuestos fácticos como en el fundamento normativo de la  demanda 

encontramos incongruencias con las normas superiores y las garantías pensionales que cobijan a mi 

poderdante que impiden y se abstienen de comprobar la ruptura de la presunción de legalidad que 

cobija los actos administrativos objeto de censura en la presente.  

 

3. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN. 

 

El ente de previsión solicita que a título de restablecimiento del derecho, se a mi representado a restituir 

a COLPENSIONES las sumas de dinero correspondiente a la pensión reconocida en los actos 

administrativos por ella expedidos, sumas que pretenden sean debidamente indexadas. Ello resulta 

claramente improcedente toda vez que este acto administrativo de reconocimiento pensional se 

ordenó bajo la ley vigente en debida forma, por lo tanto no hay lugar a su anulación. En cuanto a la 

devolución de dineros recibidos de buena fe me permito traer a colación lo argumentado frente al tema 

la ley 1437 de 2011 en su artículo 164. 

 
“Artículo 164: Oportunidad para presentar demanda. La demanda deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando (…) 

c) Se dirija contras actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas. 

Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.” 

(Negrillas y subrayas fuera de texto) 

 

Sobre este punto debe advertirse que el Consejo de Estado en sentencia de 29 de junio de 2017, 

número interno 4321-16, Subsección B, C.P.: Sandra Lisset Ibarra, hace un análisis acuciosos en lo 

que respecta a las demandas de lesividad , en cuanto no habrá lugar a la devolución de las 

prestaciones pagadas a particulares de buena fe, esto guardando correspondencia con lo que 

venía dispuesto en el artículo 136 del Decreto 01 1984 y principalmente  con la presunción 

contenida en el canon 83 de la Constitución Política. En consecuencia corresponde a la entidad 

demandante desvirtuar la buena fe en las actuaciones desplegadas por mi representado para 

determinar si es procedente o no, la devolución de los dineros pagados en exceso, pues está 

amparado en una presunción constitucional demostrar la mala fe de la asegurada.  

 

 

4. IMPROCEDENCIA DE DEVOLUCIÓN DE SUMAS DE DINERO RECIBIDAS DE BUENA FE 

 

Resulta ilegal e inconstitucional según lo exigible del principio de Buena fe, “presumir” que la actuación 

de mi representado indujo en error a COLPENSIONES en pro de un reconocimiento ilegal pues se 

encuentra comprobado desde los mismos actos administrativos que la solicitud de reconocimiento 

pensional estuvo fundamentada en la legalidad de completar excesivamente con los presupuestos para 

hacerse titular de la mentada pensión. No así, confírmese que mediante una mera no puede pretender 

el apoderado de la accionante haber desvirtuado la legalidad de los actos demandados y pretender 

trasladar la carga de la prueba cuando sobre el acto administrativo recae la presunción de legalidad 

así como en cabeza de mi representado la presunción de Buena fe constitucional de los administrados 

sin que pueda observarse de su actuación una actitud deshonesta, dolosa o de mala fe, la radicación 

de documentos fraudulentos o engañosos para el ordenamiento jurídico, o la ejecución de maniobras 

ilegales, quedando probadas las excepciones de improcedencia de devolución de sumas de dinero 

recibidas de buena fe, inexistencia de la obligación y cobro de no lo debido.  

 

Así las cosas, se debe señalar que la jurisprudencia del H. Consejo de Estado y la Corte Constitucional, 

ha indicado que el principio de constitucional de la buena fe implica:  

 
“(…)  (i.) La incorporación explícita del principio de la buena fe en el texto constitucional significa, 

que las actuaciones de los particulares en sus relaciones con otros particulares así como las que ellos 

sostengan con las autoridades hayan de estar presididas por los dictados del dicho principio. 

Además, teniendo en cuenta los términos mismos del artículo constitucional cabe señalar que la 
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presunción de buena fe que allí se establece respecto de las gestiones que los particulares adelanten 

ante las autoridades es simplemente legal y por ende susceptible de prueba en contrario (…) “ 

 

El artículo 83 de la Constitucional preceptúa: 

“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados 

de la buena fe, la cual se presumirá en todas las actuaciones que aquellos adelanten ante éstas”. 

5. INOMINADA 

La que se llegare a demostrar en el transcurso del proceso y el juez declare oficio. 

Con lo anterior, corresponderá de los administradores de justicia determinar que cada una de las 

excepciones propuestas son llamadas a prosperar.  

 

V. FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 

Me permito contestar la demanda en los siguientes términos. 

 

Si bien es cierto el suscrito no desconoce que el patrimonio de la Nación sin duda alguna respeta una 

importante protección para el fin del Estado, empero la seguridad social es un derecho fundamental 

que el Estado debe proteger, porque está probado dentro del plenario que las acciones de 

COLPENSIONES comportan una lesión severa que pone en riesgo su derecho fundamental y que por 

ende afecta su vida digna, pues se pretende afectar su patrimonio económico pasando por encima de 

la buena fe de los particulares fundamentada en una lectura inocua de las normas aplicables a mi 

representado teniendo en cuenta:  
 

A. LEGALIDAD DEL RECONOCIMIENTO PENSIONAL CONTENIDO EN LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

CENSURADOS:  

 

De lo expuesto por el apoderado de la accionante, se pretende la declaratoria de nulidad de los actos 

administrativos referidos con el fundamento de que:  

 
“(…) el demandante cumplió su estatus pensional primeramente en el tiempo estando afiliado Cajanal- hoy 

Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal “UGPP” quiere decir que NO es Colpensiones la encargada del 

reconocimiento pensional para el beneficiario señor EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ, teniendo 

en cuenta que la más favorable (…) nos encontramos frente a dos pensiones de VEJEZ reconocidas que 

resultan incompatibles en virtud de lo establecido en la Ley 549 de 1999, artículo 17 “(…) sin perjuicio de los 

requisitos para acceder a la pensión en el régimen de transición, todos los tiempos laborados o cotizados 

en el sector público y los cotizados al ISS serán utilizados para financiar la pensión…” 

(…) 

En ese orden de ideas, debe revocarse la resolución demanda toda vez Colpensiones al reconocer la 

pensión de Vejez involucrando tiempos que habían sido tenidos en cuenta por la Unidad de Gestión 

Pensional y Parafiscal- UGPP para el reconocimiento de la pensión de jubilación al demandado, convierte 

la prestación en incompatible y en ese sentido violatoria de las normas que regulan el derecho pensional 

del caso concreto 549 de 1999.  

(…) 

En ese orden de ideas señor juez, es evidente que existe la incompatibilidad pensional, puesto que ambas 

pensiones tienen su origen en una misma fuente y cubre un mismo riesgo, por lo que se solicita que se 

revoque la resolución de reconocimiento de la pensión de Vejez otorgada por Colpensiones al 

demandado.(…)”. 

 

Agregan como fundamento de la presunta ilegalidad el contenido del acto administrativo una mera 

circular interna que reza “(…) ante la concurrencia de varios regímenes pensionales en el caso de un 

mismo afiliado, habrá de aplicarse con carácter prevalente aquel que le permita adquirir el estatus 

pensional primero en el tiempo. De mantenerse la concurrencia de varios regímenes, por existir varios 

con una misma fecha de estatus, deberá evaluarse los demás componentes del derecho pensional para 

establecer cuál de ellos materializa de mejor manera el principio de favorabilidad”, adicionando la 

aplicación del artículo 128 constitucional respecto a que “(…) nadie podrá desempeñar 

simultáneamente más de un empleo público ni recibir más de una asignación que provenga del tesoro 

público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos 

expresamente determinados por la ley”, y así mismo se refieren al artículo 19 de la ley 4ta de 1992 

“Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional 

para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del 

Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los 
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Trabajadores Oficiales”, cuyo objeto evidentemente desborda la situación pensional a la que se le 

pretende aplicar.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es claro que la subsunción y evaluación de legalidad efectuada por la 

entidad fue insuficiente y se destaca su superficialidad dado que ni si quiera se remitieron al contenido 

normativo y fáctico que fundamentó el acto administrativo y el cual sí merecía valoración si lo que se 

pretende es romper la presunción de legalidad que sobre este reposa.  

 

Así pues, la Resolución de reconocimiento pensional N° 27700 de 30 de septiembre de 2003 proferida por 

el Instituto de Seguro Social, otorgó una pensión de vejez teniendo en cuenta un total de 1.006 semanas 

cotizadas cuya liquidación arrojó un IBL de $1.576.731 y una mesada pensional de $1.182.548 con 

efectividad a partir del 1° de octubre de 2003, causándola efectivamente mediante Resolución 28817 

de 19 de septiembre de 2005:  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Directamente relacionado con la Litis del presente medio de control, evalúese que la entidad tuvo en 

cuenta para dicho reconocimiento aportes efectuados al ISS que fueron detallados a través de 

resolución SUB 45837 de 23 de febrero de 2018 que reliquidó la pensión teniendo en cuenta nuevos 

tiempos aportados y un total de 1.082 semanas cotizadas de manera EXCLUSIVA Y 

EXCLUYENTE a las entidades privadas Colegio Santo Tomas de Aquino, Colegio Mayor 

de San Bartolomé, Fundación Educacional Inter y Universidad Santo Tomas como se ilustra:  
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Por su lado, los actos administrativos N° 15096 de 2001 y 5846 de 2004, expedidos por la extinta Caja 

Nacional de Previsión que reconocieron y reliquidaron, correspondientemente, un derecho pensional de 

jubilación que la accionante pretende hacer ver como incompatible, fueron diáfanos y claros respecto 

a la causación del mismo teniendo en cuenta exclusivamente los tiempos públicos laborados en tanto 

DOCENTE DE PREGRADO EN LA ESAP(Escuela Superior de Administración Pública) establecimiento público 

del orden nacional donde mi representado prestó servicios por un total de 10.091 días y causó 

legítimamente su derecho: 

 

 
 

 
 

Por lo anterior y dado que ambos reconocimientos pensionales son disyuntivos y los actos administrativos 

claros respecto a los tiempos o aportes que obran como fuente de financiación, resulta meritorio traer a 

la luz análisis de compatibilidad pensional aplicable al caso, efectuado por la honorable Corte Suprema 

de Justicia en reciente pronunciamiento:  
 

“Así, el criterio expuesto por el Tribunal coincide con el decantado por esta Sala de Casación, reiterado, 

entre otras, en la sentencia CSJ SL5068-2019, que rememoró la CSJ SL5228-2018, en la cual se expuso lo 

siguiente: 

 

Frente a los reproches jurídicos endilgados por la censura, cabe destacar que actualmente la 

jurisprudencia de esta Corporación sostiene que la regla general del sistema de pensiones dispuesto 

por la Ley 100 de 1993 es la incompatibilidad entre pensiones que amparen la misma contingencia, 

en virtud de los principios de universalidad, solidaridad y unidad que gobiernan el mismo, los cuales 

impiden que un mismo afiliado perciba dos prestaciones que cubran el mismo riesgo, máxime que 
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dicha normatividad permite la acumulación de cotizaciones indistintamente de su procedencia u 

origen a efectos de aumentar el valor de la base de liquidación. 

 

De igual forma, en relación con las pensiones de jubilación derivadas de servicios prestados al 

Estado, tal como la prevista en la Ley 33 de 1985, la Sala ha predicado que podrían llegar a ser 

compatibles con las prestaciones generadas por cotizaciones al Instituto de Seguros 

Sociales, siempre y cuando el tiempo de servicios sea completado antes de la entrada en vigencia 

de la Ley 100 de 1993 o cuando se trate de una prestación reconocida a través 

de Cajas de Previsión, donde claramente haya diferenciación en las 

fuentes de financiamiento. 
 

(…) 

esta Sala de la Corte ha estimado que si bien sus prestaciones pueden ser compatibles con las de 

servicios privados cotizados al ISS, esto es bajo el entendimiento o de que el tiempo de servicio fue 

completado antes de que entrara en vigor la Ley 100 de 1993, o de que la prestación se 

haya reconocido a través de Cajas de Previsión, diferenciándose así los 

recursos de los cuales provienen, impidiéndose de esa forma que, por regla general el 

Instituto de Seguros Sociales, disponga el pago de dos pensiones de vejez, como se trataría en este 

evento. 

 

Así, por ejemplo, en la CSJ SL452-2013 se declara la compatibilidad, pero porque la pensión de docente se 

dispuso por una Caja distinta del ISS, como de allí se lee: 

 

«En sentencias como la del 6 de diciembre de 2011, Rad. 40848, la Sala ha dicho que no existen 

razones jurídicamente válidas para concluir que la pensión de jubilación oficial 

que se reconoce a un docente, resulte incompatible con la pensión de vejez que 

puede obtener el Instituto de Seguros Sociales, por servicios prestados a 

instituciones de naturaleza privada. 
 

(…)Además los reglamentos del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES no restringen la viabilidad de que 

los profesores de establecimientos educativos de orden particular aporten para obtener la pensión 

de vejez, sino que, más bien, de su examen lo que se colige es que son afiliados forzosos al régimen 

de prima media con prestación definida, de suerte que a sus empleadores se les impone el deber 

de vincularlos y sufragar las cotizaciones causadas, mientras permanezca vigente la relación laboral  

 

(…)La circunstancia de que la demandante se encontrara afiliada por cuenta de un colegio oficial 

al sistema a cargo de la Caja Nacional de Previsión no exoneraba a la institución demandada de 

la obligación de afiliarla a la seguridad social, pues esa obligación es de carácter general y no 

estaba contemplada como excepción en el Acuerdo 049 de 1990, ni en las normas que la 

antecedieron. La regla allí consignada se limita a prescribir que los trabajadores nacionales o 

extranjeros que presten sus servicios a patronos particulares mediante contrato de trabajo o de 

aprendizaje son afiliados forzosos. 

 

 (…) la pensión de vejez que le fue otorgada al actor resultaba compatible con la de jubilación que 

se pretende a través del presente proceso [también a cargo del ISS]. Para tales efectos, como se 

dijo en sede de casación, quedó demostrado que los tiempos y cotizaciones que sirven a 

una y otra prestación son diferentes, así como las normas en las cuales se fundamentan. 

Asimismo, que no se vulnera la prohibición establecida en el artículo 128 de la 

Constitución Política, en tanto los recursos que concurren a la financiación de la 

pensión de vejez no provienen del Tesoro Público.(…)”1 

 

Plantea entonces la Corte de manera reiterativa, y confirmando la dirección del precedente, que 

procede la Compatibilidad de las pensiones de jubilación y vejez respecto a los docentes que laboraron 

tiempos públicos cotizados a Cajas de Previsión quienes además resultaron afiliados forzosos al Régimen 

de Prima media, siempre que se cumplan dos condiciones DISYUNTIVAS, no copulativas, es decir, que 

deberá cumplirse tan solo una de las siguientes: 1) que el tiempo de servicio fue completado antes de 

que entrara en vigor la Ley 100 de 1993, o, alternativamente, 2) cuando se trate de una prestación 

reconocida a través de Cajas de Previsión, donde claramente haya diferenciación en las fuentes de 

financiamiento (que la prestación se haya reconocido a través de Cajas de Previsión, diferenciándose 

así los recursos de los cuales provienen).  

 

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia, Sala Casación Laboral, MP: Jorge Luis Quiroz Alemán, SL3725-2021, radicación 
83861 
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De ello se subsume a la situación del accionado, que ambos actos administrativos fueron claros respecto 

a la diferencia del origen de causación y financiamiento de las prestaciones reconocidas siendo para 

aquella de Jubilación reconocida por CAJANAL hoy UGPP exclusivamente los tiempos laborados como 

Docente de la ESAP, y en lo que respecta a la de Vejez, exclusivamente los aportes privados efectuados 

en tanto afiliado forzoso como Docente de las entidades privadas Colegio Santo Tomas de Aquino, 

Colegio Mayor de San Bartolomé, Fundación Educacional Inter y Universidad Santo Tomas; cumpliendo 

a cabalidad y de manera independiente cada una de las condiciones para hacerse beneficiario de 

dichos reconocimientos.   

 

Por otro lado, contémplese que las pretensiones de la entidad accionada se efectuaron de una manera 

reprochablemente superficial en tanto el único argumento en pro de la incompatibilidad resulta en la 

imposibilidad de percibir dos emolumentos del erario público, sin discriminar o evaluar, a la luz del 

principio de favorabilidad y especial protección constitucional de la mesada pensional, la procedencia 

de las hipótesis legalmente contempladas que autorizan la compatibilidad, como lo supone la situación 

jurisprudencialmente expuesta por la Corte y que se refleja en el caso de mi representado.  

 

En más profundidad, evalúese que trae a colación como fundamento de la presunta incompatibilidad 

de lo que considera fue reconocido como una “pensión de vejez”, la apoderada de la accionante 

citando las siguientes normas:  

 

 Artículo 128 de la Constitución Política 

 Artículo 19 de la Ley 4° de 1992  

 Artículo 17 de la Ley 549 de 1999 

 

Respecto a las dos primeras justifica la apoderada la contrariedad normativa en:  “(…) que para el 

beneficiario señor EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ, identificado con Cédula de ciudadanía 

N° 395.675, le es más favorable la prestación que actualmente devenga en la UGPP por mejor ser el 

primer status reconocido en el tiempo y ser la mesada más alta.(…) Art 128. Nadie podrá desempeñar 

simultáneamente más de un empleo público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte 

mayoritariamente el Estado, salvo los casos expresamente determinados por la 

ley(…) De acuerdo con lo anterior, dentro de esta prohibición ha de entenderse no solo la percepción 

de más de una asignación proveniente de varios empleos públicos, sino la de otras remuneraciones o 

asignaciones que tengan la misma fuente, tales como las pensiones.  

 

De orden legal: El artículo 19 de la Ley 4° de 1992 así: Nadie podrá desempeñar simultáneamente más 

de un empleo público ni recibir más de una asignación que provenga del Tesoro Público, o de empresas 

o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado(…) 

 

A su vez en desarrollo del artículo 128 de la Constitución Nacional, la Ley 4° de 1992 en su artículo 19 

señala tal prohibición, planteando unas excepciones en los que es posible recibir doble mesada 

pensional a cargo del Estado, excepciones que no encajan en la situación jurídica de la demandada.  

 

En ese orden de ideas, debe revocarse la resolución demandada toda vez que Colpensiones al 

reconocer la pensión de Vejez involucrando tiempos que habían sido tenidos en 

cuenta por la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal- UGPP para el 

reconocimiento de la pensión de jubilación al demandado, convierte la 

prestación en incompatible y en ese sentido violatoria de las normas que 

regulan el derecho pensional del caso concreto ley 549 de 1999.  

 
Cita además jurisprudencia presuntamente relacionada como se ilustra:  

 
“(…) se pronunció recientemente sobre este tópico y señaló: “(…) Como se indicó anteriormente, la 

Constitución Política establece la prohibición de recibir más de una asignación proveniente de varios 

empleos públicos y de otras remuneraciones o asignaciones que tengan la misma fuente, situación 

que configura la incompatibilidad de salarios y pensiones, reconocida pacíficamente en el 

ordenamiento jurídico (…)” Aunado a ello, esta misma Corporación en Sentencia del 1° de marzo de 

2012. Siendo Consejera ponente la Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez. Expediente 0375-11 explicó que: 

“(…) cuando el pago de la pensión de vejez involucra tiempos públicos, se consagra la incompatibilidad 

prevista por el artículo 128 de la constitución y que, por el contrario, eta no se presenta cuando se está 
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solicitando una pensión de vejez por haber laborado con empleadores particulares(…)”. Bajo dicho 

entendido, es dable concluir que uno de los eventos que configuran la prohibición prevista en el 128 

Superior se vulnera cuando se percibe salarios y prestaciones provenientes de entidades públicas y a la 

vez se es beneficiario de una pensión que involucra tiempos públicos”.  

 

Se comprueba entonces que la línea argumentativa propuesta por la accionante se circunscribe 

principalmente a 3 elementos que se tornan reiterativos de la lectura de estas dos primeras normas 

presuntamente vulneradas y el ejercicio de subsunción de las mismas al caso concreto. La primera es 

que la incompatibilidad de la pensión de vejez reconocida por Colpensiones fue causada teniendo en 

cuenta tiempos públicos previamente involucrados en un reconocimiento de pensión de jubilación 

como docente de la Escuela Superior de Administración Pública- ESAP. La segunda, relacionada 

directamente con la anterior, es que la fuente de financiación de ambos emolumentos coincide en 

tratándose de prestaciones provenientes de entidades públicas y la prohibición constitucional reflejada 

en el artículo 128 de la Constitución Nacional. Y la tercera, siendo consecuencia normativa de lo citado, 

es que la situación de mi representado no encaja en las hipótesis excluidas de la prohibición 

constitucional contempladas, según la apoderada, exclusivamente en el artículo 19 de la ley 4° de 1992.  

 

En primer lugar y reiterando lo que se evidencia desde la lectura juiciosa de los actos administrativos 

involucrados, erra la apoderada al afirmar tajante y repetitivamente que los reconocimientos de vejez y 

jubilación fueron efectuados coincidiendo en involucrar los tiempos públicos laborados por mi 

representado en su calidad de docente de la ESAP para lo cual basta con verificar la historia laboral 

expuesta directamente en la resolución SUB 45837 de 23 de febrero de 2018 que reliquidó la pensión 

reconocida por Colpensiones teniendo en cuenta 1.082 semanas cotizadas de manera 

EXCLUSIVA Y EXCLUYENTE a las entidades privadas Colegio Santo Tomas de Aquino, 

Colegio Mayor de San Bartolomé, Fundación Educacional Inter y Universidad Santo 

Tomas.  
 

Se desvirtúa además el segundo elemento tendiente a invalidar la compatibilidad de las prestaciones 

puesto que los reconocimientos fueron efectuados con una fuente de financiación claramente 

diferente, por lo que en el caso concreto el reconocimiento de vejez por Colpensiones, subrogado 

obligacional de las pensiones o aportes efectuados al ISS, fue financiado a través de las cotizaciones 

efectuadas en virtud de vinculación laboral privada con las instituciones ya mencionadas. Así pues, 

téngase que el contenido de la  expresión” asignación proveniente del tesoro público” del artículo 128 

nacional, esta intrínsecamente  vinculado a las obligaciones que se deban sufragar con recursos del 

presupuesto público  (nacional, departamental, o municipal y sus entidades descentralizadas), por lo 

cual no se puede afirmar que las pensiones pagadas por el ISS- COLPENSIONES, entidad descentralizada 

de la rama ejecutiva del poder público, por ese solo hecho,  provienen del tesoro público, pues tal  

Instituto administraba  en buena medida, recursos provenientes de los empleadores y de los trabajadores 

del sector privado por  lo  cual debe concluirse que tales recursos no son  ni provienen del tesoro público 

solo por el hecho de ser administrados allí en subrogación de las funciones antes llevadas por el Instituto 

del Seguro Social.,  

 

Por todo lo anterior y verificándose que a mi representado le fueron efectuadas cotizaciones o aportes 

de naturaleza EXCLUSIVAMENTE privada a partir de 1967 cotizados al Instituto del Seguro Social, los cuales 

fueron el financiamiento de la pensión de vejez legalmente causada y reconocida por Colpensiones, su 

compatibilidad no puede entrar en discusión a la luz del argumento expuesto por la apoderada que 

presume que la fuente de financiamiento es idéntica; lo cual se comprueba incluso verificándose que 

ambas prestaciones fueron reconocidas y son pagadas por entidades diferentes.  

 

Finalmente, resulta un yerro de la exposición de demanda el afirmar que la situación de mi representado 

no se constituye EXCEPCIÓN LEGAL  al artículo 128 de la Constitución Nacional, limitando dichas hipótesis 

a las contempladas en Artículo 19 de la Ley 4° de 1992. Respecto a éste último, resulta curioso como la 

apoderada excluyó la transcripción integral del referido artículo al omitir, reprochablemente, incluir el 

parágrafo “G” de la norma el cual contempla como excepción a la incompatibilidad la prestación 

siguiente: “g. Las que a la fecha de entrar en vigencia la presente Ley beneficien a los servidores oficiales 

docentes pensionados”.  

 

Así pues, verificaba desde ya el legislador la posibilidad de compatibilidad pensional o prestacional del 

régimen pensional especial de los docentes sobre todo teniendo en cuenta que la prohibición de doble 

emolumento público presupone identidad de origen de financiación PÚBLICA y estos funcionarios está 

cobijados por la facultad de vinculación simultánea en entidades de diferente naturaleza, por lo que 

podían ser docentes públicos como privados paralelamente. En dicho tenor estúdiese Concepto 1344 



MONICA LILIANA SANABRIA URIBE 
Abogada 

Calle 19 No. 3- 10 Oficina 12-01 torre B Edificio Barichara. Bogotá D.C. 
Tel. 2822816 – 2433103 Cel. 3103218219 

Correo Electrónico notificaciones@organizacionsanabria.com.co 
info@organziacionsanabria.com.co  

 

11 

 

del 10 de mayo de 2001 proferido por el Honorable Consejo de Estado, donde verifica que la prohibición 

consagrada en el  artículo 128 superior, persigue evitar  la acumulación de cargos remunerados en un 

mismo servidor  público en virtud de la identidad de fuente de financiación cuyo origen es la ejecución 

o ejercicio de empleos o cargos públicos simultáneos, situación que no es aquella que actualmente se 

estudia: 

 

“ (…)Así ,es claro, que la prohibición constitucional de percibir  doble asignación proveniente  del 

tesoro público está  estrechamente relacionada con el hecho de que  

ambos emolumentos tengan como fuente u origen el ejercicio de 

empleos o cargos  públicos  ( dos empleos  públicos en  forma simultanea o  pensión 

de jubilación- proveniente de entidades de previsión del estado- y sueldo) cuyo  pago o 

remuneración provenga del tesoro público”  

 

Aparentemente es reiterativo, pero no vislumbra la apoderada de Colpensiones que en el caso de mi 

representado no solo éste NO LABORÓ DE MANERA SIMULTANEA PARA DOS ENTIDADES PÚBLICAS, 

tampoco DEVENGÓ SUELDO DE DOS ENTIDADES PÚBLICAS DE MANERA SIMULTANEA, como 

consecuentemente los reconocimientos pensionales resultantes no se encuentran financiados por 

APORTES LABORALES EFECTUADOS POR DOS CARGOS PÚBLICOS SIMULTÁNEOS sin que la consecuencia  

sea necesariamente, como lo pretende, que se asuma que las pensiones fueron reconocidas por el 

mismo tiempo público laborado en la ESAP sino por VINCULACIONES SIMULTANEAS PERO DE NATURALEZA 

DIFERENTE QUE CAUSARON DERECHOS PENSIONALES AUTÓNOMOS, DIFERENTES (JUBILACIÓN PUBLICA Y 

VEJEZ) Y NECESARIAMENTE COMPATIBLES A LA LUZ DE LA JURISPRUDENCIA ESPECÍFICA RESPECTO AL 

REGIMEN ESPECIAL DE DOCENTES QUE CONFIRMÓ:  

 

“(…) no existen razones jurídicamente válidas para concluir que la pensión de jubilación oficial 

que se reconoce a un docente, resulte incompatible con la pensión de vejez que puede obtener 

el Instituto de Seguros Sociales, por servicios prestados a instituciones de naturaleza privada.”2 

 

Ahora pues, respecto al artículo 17 de la ley 549 de 1999, se sirvió evaluar la honorable Corte 

Constitucional respecto al alcance del mismo, que “(…)Basta señalar  que en la disposición acusada  ni 

se están dictando normas generales relativas al régimen salarial o prestacional de los servidores 

públicos, ni se están creando  o  modificando  prestaciones sociales especiales (…)lo que se regula  es 

un determinado procedimiento  relativo  a la expedición y manejo de los bonos pensionales  

expedidos por las entidades territoriales, en consonancia con lo  dispuesto  por el régimen de 

seguridad social  (…)”; no obstante de dársele aplicación a una situación por fuera de dicho límite, 

téngase en cuenta que el inciso 4 del referido artículo 17 subraya que ello deberá evaluarse “(…)Sin 

perjuicio de los requisitos para acceder a  la pensión en el régimen de transición”, del cual es 

beneficiario mi representado. 

 

Ahora, pues, a la luz del mentado principio de favorabilidad y del mismo artículo 17 citado, los cuales 

pretender ser indebidamente malformados por la accionante del caso en estudio, se destaca que 

resultaría ultrajante e incluso un enriquecimiento sin justa causa el desconocer las más de 1082 semanas 

cotizadas al Régimen General de Prima Media administrado por el ISS- posteriormente COLPENSIONES, 

las cuales se comprueba NO SE REFLEJAN en la mesada pensional de jubilación reconocida por 

CAJANAL ahora UGPP, cuando el mismo apoderado de la accionante menciona que estas deberían 

idealmente financiar el derecho pensional de mi representado, más en el caso en concreto se verifica 

no fueron tenidas en cuenta ni para la adquisición del estatus pensional, y mucho menos para fines del 

engrosamiento del IBL pensional por lo que en el inocuo escenario de la incompatibilidad de los dos 

emolumentos en contra de las hipótesis normativamente y jurisprudencialmente procedentes antes 

planteadas, habrá de reliquidarse el IBL pensional de mi representado para que se adecue al principio 

de congruencia respecto a la TOTALIDAD DE LA VIDA LABORAL y no solo pretender excluir la 

responsabilidad patrimonial en cabeza de COLPENSIONES como receptor de las cotizaciones de todos 

los empleadores privados de las referidas 1082 semanas laboradas en entidades privadas por mi 

representado.  

 

 

 

 

                                                           
2  Corte Suprema de Justicia, Sala Casación Laboral, MP: Jorge Luis Quiroz Alemán, SL3725-2021, radicación 
83861 
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B. PRINCIPIO DE LA BUENA FE EN MATERIA DE REINTEGRO DE DINEROS. 

 

En la Ley 1437 de 2011 artículo 164 literal “c” expresamente se menciona que en la demanda de Nulidad 

y Restablecimiento del Derecho en Modalidad de Lesividad, NO habrá lugar a la recuperación de las 

prestaciones pagadas a particulares de buena fe, ello, guardando la presunción contenida en el artículo 

83 de la Constitución Política, dice la norma lo siguiente: 
 

“Artículo 164: Oportunidad para presentar demanda. La demanda deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: (…) 

c) Se dirija contras actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas. 

Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.” 

(Negrillas y subrayas fuera de texto) 
 

Igualmente, en la Corte Constitucional sentencia C-1049 de 2004 se declaró la exequibilidad del numeral 

2 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo (norma que también disponía que la 

administración no podía recuperar las sumas pagadas a particulares de buena fe) consideró frente a la 

facultad que tiene el Estado de demandar en cualquier tiempo el acto administrativo que reconoce 

prestaciones periódicas, que: 

 
“En el presente caso, la disposición acusada le otorga a la administración, la facultad de demandar 

“en cualquier tiempo” los actos administrativos mediante los cuales se reconozcan prestaciones 

periódicas, precisando que “no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de 

buena fe”. Quiere ello decir, que la norma acusada, en cuanto le concede a la administración tal 

facultad, no vulnera los principios de buena fe, confianza legítima y seguridad jurídica, tal y como han 

sido entendidos por la Corte en múltiples fallos, por cuanto el legislador no está partiendo de la mala 

fe de los administrados, ni tampoco está defraudando expectativas legítimas que a los mismos se les 

hubiesen creado. (…)” (Negrillas fuera de texto) 

 

En efecto, de cara al tema de la no devolución de los pagos recibidos de buena fe por parte de mi 

mandante y en particular para el reconocimiento de prestaciones periódicas, es de considerar: ¿ES 

PROCEDENTE EL REINTEGRO DE LAS SUMAS DE DINERO PERCIBIDAS POR MI REPRESENTADO EN VIRTUD DE UN 

RECONOCIMIENTO PENSIONAL RESPALDADO POR EL ACTO ADMINISTRATIVO EN FIRME, RESPALDADO POR 

PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD Y NORMATIVAMENTE SUSTENTADO COMO SE COMPROBÓ EN PARRAFOS 

ANTERIORES? 

  

La respuesta es clara y es un rotundo; no,  de acuerdo a la tesis que es aplicada en recientes sentencias 

del H. Consejo de Estado en donde mantienen su criterio de declarar improcedente los reintegros 

percibidos de buena fe, bajo el siguiente fundamento jurídico: “Por último como el numeral 2º del artículo 

136 del Código Contencioso Administrativo dispone que “Los actos que reconozcan prestaciones 

periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no 

habrá lugar a que  recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe”, igualmente deberá 

confirmarse en este sentido la decisión apelada, pues, el demandado está amparado por el principio 

de la buena fe, ya que no se afirmó, ni demostró que hubiera incurrido en actos dolosos y de mala fe 

para obtener la pensión de jubilación, por lo tanto no está obligado a devolver lo que ya le fue pagado 

por este concepto  (Negrillas fuera de texto) 

 

En vista de lo anterior, se considera que no se logró acreditar una acción temeraria o de mala fe en la 

actuación administrativa por parte del señor EDUARDO CARDONA RODRIGUEZ que permitía acceder a 

la solicitud del reintegro de las prestaciones pagadas como consecuencia de un reconocimiento 

pensional.   

 

C.  NADIE PUEDE ALEGAR SU PROPIA CULPA 

 

Con relación al principio general del derecho, según el cual, nadie puede alegar su propia culpa (nemo 

auditur propriam turpitudinem allegans) no hay duda que quien alega su propia culpa para derivar de 

ella algún beneficio, falta a la buena fe entendida como la ausencia de dolo, la conciencia de que el 

comportamiento que se observa es conforme al derecho, y los fines que persigue están amparados por 

éste. Ahora bien: el artículo 83 de la Carta del 91, impone la buena fe como pauta de conducta debida, 

en todas las actuaciones, tanto de las autoridades públicas como de los particulares. Por tal razón resulta 

improcedente la petición de devolución de dineros así como la misma relativa a la nulidad de acto 

administrativo legalmente fundamentado, en tanto durante toda actuación administrativa la conducta 

de mi representado fue transparente y concordante con el Debido Proceso,  además de no encontrarse 

probado que se haya infringido norma alguna o conducta que incurra en un escenario de mala fe más 

sí se encuentra respaldada su actuación en la presunción constitucional de buena fe, por lo que debe 
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entenderse que todo el proceso de reconocimiento se fundamentó en legalidad y nunca hubo una falsa 

motivación del acto administrativo. 

  

D. PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGITIMA Y BUENA FE (PRESUNCIÓN EN FAVOR DE LOS 

ADMINISTRADOS) 

 

El principio de la buena fe es un principio constitucional que obliga a que las autoridades y a la misma ley, 

a que presuman la buena fe en las actuaciones de los particulares, y obliga a que tanto las autoridades 

públicas como los particulares actúen de buena fe. 

 

El artículo 83 de la Constitución Nacional, ha establecido “las autoridades públicas deberán ceñirse a los 

postulados de buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante estas”. 

En este sentido, la buena fe constituye fundamento sobre el cual se construye la confianza legítima, esto 

es, la garantía que tiene la persona de poder acceder a la administración de justicia en aquellos aspectos 

que considere condiciones más favorables para su derecho reclamado, en otras palabras “Confianza 

Legítima” es según la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional “un principio que tiene su 

fundamento en los postulados constitucionales de seguridad jurídica, respecto del acto propio y buena fe 

y constituye un instrumento válido para evitar el abuso del derecho”. 

 

Para el caso concreto mediante Resolución de reconocimiento pensional N° 27700 de 30 de septiembre 

de 2003 proferida por el Instituto de Seguro Social, se otorgó una pensión de vejez teniendo en cuenta un 

total de 1.006 semanas cotizadas cuya liquidación arrojó un IBL de $1.576.731 y una mesada pensional de 

$1.182.548 con efectividad a partir del 1° de octubre de 2003, causándola efectivamente mediante 

Resolución 28817 de 19 de septiembre de 2005. Dichos actos administrativos fueron legalizados a través de 

una tercera oportunidad administrativa expuesta en resolución SUB 45837 de 23 de febrero de 2018 que 

reliquidó la pensión teniendo en cuenta nuevos tiempos aportados y un total de 1.082 semanas cotizadas 

de manera EXCLUSIVA Y EXCLUYENTE a las entidades privadas Colegio Santo Tomas de Aquino, Colegio 

Mayor de San Bartolomé, Fundación Educacional Inter y Universidad Santo Tomas, situación que como se 

comprobó, se encuentra legalmente autorizada e incluso se da en virtud del deber legal de afiliación y 

aporte dentro del Régimen de Prima Media exigible incluso a previos docentes del sector público con 

reconocimiento prestacional de Cajas de Previsión.   

 

Así pues, se verifica excesivamente que los actos administrativos anteriores fueron expedidos bajo el 

entendido de un análisis serio y responsable por parte de la Administradora de pensiones en relación con 

el requisito que debía cumplir para tal otorgamiento, el señor EDUARDO CARDONA RODRIGUEZ, en 

verificación de las condicionales de ley para hacerse beneficiario del mismo por lo que la presunta 

incompetencia para el reconocimiento en cabeza de COLPENSIONES, en contraste con la legalidad de 

dicho reconocimiento resultan debates inoponibles en tanto mediante el acto administrativo de 

reconocimiento se generó una confianza legítima en el obrar de la entidad en tanto administradora del 

Régimen de Prima Media y receptor de todas la cotizaciones efectuadas tanto al extinto ISS como todas 

las posteriores relacionadas con aportes, en este caso, de naturaleza exclusivamente privada.  

 

En primer lugar, me permito manifestar que el acto administrativo contenido en la Resolución N ° 27700 de 

30 de septiembre de 2003 que reconoció y liquidó una pensión vitalicia de vejez por aportes , así como 

todos aquellos que la modificaron o confirmaron posteriormente, resultan de una solicitud que en tal 

sentido presentó en legal forma y con transparencia documental y conductual el señor EDUARDO 

CARDONA RODRIGUEZ, aportando todos y cada uno de los documentos en los cuales demostraba que 

cumplía los requisitos de ley para ser beneficiario. 

 

El extinto ISS así como, en su oportunidad, la Administradora de Pensiones Colpensiones, después de un 

tiempo prudente para el estudio de esa documentación, encontró procedente el reconocimiento de la 

pensión o la reliquidación de la misma, y expidió los actos administrativos consecuentes, por lo que no 

puede predicarse que mi representado haya actuado mediante procedimientos ilegales, o aportando 

documentos espurios o que el acto administrativo se haya expedido con abuso del derecho. 

 

Así pues, cualquier  error  en el reconocimiento de la pensión, que como se comprobó no es procedente 

en legalidad, o en su defecto, en la fijación de la competencia  de la entidad encargada del pago de 

esa prestación, no nace en la solicitud presentada por mi prohijado, o en alguna actuación de él, razón 

por la cual las consecuencias del  presunto yerro del administrador de pensiones no puede trasladarse 

para afectar los derechos de mi cliente, en el sentido de declarar una suspensión provisional del pago de 

la pensión, cuando el yerro que se alega, provendría potencialmente directamente de una actuación u 

omisión administrativa de  Colpensiones.  
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En tales términos las pretensiones de este medio de control,  resulta ilógica, ilegal y sin ningún sustento 

jurídico que la respalde, la pretensión declarativa así como condenatoria del accionante, puesto que 

resulta en un traslado ilegal de las consecuencias una “presunta omisión o yerro administrativo” a una  

persona de la tercera edad, proceder  que está proscrito en la interpretación de las leyes laborales así 

como constitucionalmente protegido su derecho al mínimo vital móvil respecto a lo percibido como 

prestación pensional.  

 

Por todo esto, y teniendo en cuenta que el debate en la  presente Litis no pone en riesgo el patrimonio del 

estado, toda vez como se expuso en parágrafos anteriores resulta procedente el devengo de lo 

reconocido en el acto administrativo demandado bajo la hipótesis de procedencia de compatibilidad 

pensional, o aquella de reliquidación de IBL teniendo en cuenta la totalidad de aportes; además de que 

con la sola confrontación de las normas, no es evidente  vulneración  que exige para proceder  a decretar 

la medida cautelar o incluso resulta inocuo el respaldo de la totalidad de las pretensiones de la 

accionante.  

 

Por lo anterior ruego a la Honorable Sala se tenga como contestada la demanda por todo lo expuesto en 

líneas precedentes, solicito respetuosamente SE ABSTENGA DE ACCEDER A LAS SÚPLICAS DE LA DEMANDA, 

manteniendo incólume lo ya reconocido por la Resolución N ° 27700 de 30 de septiembre de 2003 que 

reconoció y liquidó una pensión vitalicia de vejez por aportes, así como todos aquellos que la modificaron 

o confirmaron posteriormente. 

 

ANEXOS 

 

 Copia de la Resolución N° 15096 de 18 de junio de 2002 expedida por la Caja Nacional de 

Previsión por medio de la cual se reconoce y ordena pago de pensión de jubilación por tiempos 

públicos a favor del señor EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ. 

 Copia de la Resolución N° 5846 de 5 de marzo de 2004 expedida por la Caja Nacional de 

Previsión por medio de la cual se reliquidó la pensión de jubilación por tiempos públicos a favor 

del señor EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ. 

 Copia de la Resolución N° 22700 de 2003 expedida por el Instituto del Seguro Social por medio 

de la cual se reconoce y ordena pago de pensión de vejez por tiempos exclusivamente privados 

a favor del señor EDUARDO ANTONIO CARDONA RODRIGUEZ. 

 Copia de la Historial Laboral de Colpensiones de mi representado EDUARDO ANTONIO 

CARDONA RODRIGUEZ. 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

La suscrita apoderada y mi mandante recibimos notificaciones en la secretaria de su despacho o en mi 

ofician de abogado ubicada en la Calle 19 No. 3-10 Oficina 1201, Torre B de Bogotá D.C. Correo 

Electrónico notificaciones@organizacionsanabria.com.co  

 

Atentamente,  

 

 

 

 

 

 

 

MONICA LILIANA SANABRIA URIBE  

C.C. No. 1.032.482.911 de Bogotá 

T.P. No. 362.244 del C.S. de la J.  










































